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SENTENCIA No 47/2020 

En Madrid, a veintitrés de junio 2020. 

Ante el Ilmo. Sr. D. Luis Manuel Ugarte Oterino, Magistrado­
Juez, titular del Juzgado Central de lo Contencioso-administrativo n° 
2, con sede en Madrid, se siguen los Autos de Recurso Contencioso­
administrativo n° 2/2019-F según el Procedimiento Ordinario, entre 
partes, como demandante, la LETRADA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID, en representación y defensa de la AGENCIA PARA LA 
ADMINISTRACIÓN DIGITAL DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID, y, como demandado, el Sr. Abogado del Estado, en 
representación y defensa del Estado, frente a la Resolución del 
Presidente del CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN 
GOBIERNO, de 24 de octubre de 201 8 gue estimó la reclamación 
presentada por y acordó la remisión al 
mismo de la so de los sistemas de 
información de educación de la Comunidad de Madrid, en que, en 
nombre de S.M. el Rey, ha dictado sentencia de acuerdo con los 
siguientes antecedentes de hecho y fundamentos jurídicos, 
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ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- Que por la demandante se interpuso recurso 
contencioso-administrativo frente a la resolución indicada en el 
encabezamiento, que dio lugar a decreto teniéndolo por interpuesto 
acordando requerir a la Administración la remisión del expediente 
administrativo así como el emplazamiento de los posibles interesados. 

SEGUNDO.- Que recibido el expediente administrativo se 
entregó al demandante para que formalizare la demanda, lo que 
verificó en debida forma, y en la que, con expresión de hechos y 
fundamentos jurídicos, solicitó que dictase sentencia estimando el 
recurso contencioso y declarando contraria a derecho la Resolución 
del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno n° 0214/2018, de 
fecha 2 de noviembre de 201 8 la que se estimaba la reclamación 
de , frente a la Agencia para la 
Adnnn1strac1Ón D1g1 Comunidad de Madrid, para que en plazo 
de 15 días facilitase la información solicitada relativa a la materia de 
contratos. Que dado traslado de la misma al Sr. Abogado del Estado 
formuló, a la vista del expediente administrativo escrito de 
contestación, en que se opuso a las pretensiones deducidas en la 
demanda, con lo demás que consta en el mismo. 

TERCERO.- Formulados los escritos de demanda y 
contestación, en los que las partes expusieron su parecer sobre la 
cuantía del recurso, quedó fijada la misma como indeterminada. 

CUARTO.- Que no habiéndose solicitado ni por la demandante 
ni por la demanda el recibimiento a prueba ni vista o conclusiones, y 
una vez contestada la demanda se dictó, tras oír a las partes, Auto 
acordando la suspensión del presente procedimiento hasta que por la 
Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo, se 
dictase sentencia en el recurso de casación, Rec. 600/2018, interpuesto 
frente a la sentencia de la Sala de esta Audiencia Nacional, de 23 de 
octubre del año 201 7, dictada en el Recurso 54/201 7, en que el Alto 
Tribunal había dictado Auto, de 14 de mayo de 2018, en que se 
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admitía a trámite el mencionado recurso y se fijaba entre otras 
cuestiones la determinación como doctrina legal de "si el derecho de 
acceso a la información pública previsto en la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre ha de limitarse a aquella información elaborada adquirida a 
partir del 1 O de diciembre de 2014, fecha de entrada en vigor de dicha 
disposición legal. ", por estar esta cuestión relacionada con el objeto 
del proceso seguido ante este Juzgado. 

QUINTO.- Dictada sentencia por la Sección 4a de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo se alzó la 
suspensión acordada y se dio traslado de la misma a las partes para 
alegaciones. Evacuado el trámite, con el resultado que consta, se dictó 
providencia declarando los autos conclusos para dictar sentencia. 

SEXTO. - Que en la tramitación de este procedimiento se han 
observado todas las prescripciones legales. 

FUNDAMENTOS JURIDICOS 

PRIMERO. -Pretensión ejercitada. 

La AGENCIA PARA LA ADMINISTRACIÓN DIGITAL DE LA 
COMUNIDAD DE MADRID ejercita pretensión declarativa de 
nulidad de resolución del Presidente del CONSEJO DE 
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO, de 24 de octubre de 
2018, dictada en relación a la solicitud de información sobre licitación 
de los sistemas de información de educación de la Comunidad de 
Madrid, cuya parte dispositiva es del siguiente tenor: 

PRIMERO: ESTIMAR la reclamación presentada por versar sobre 
información pública en poder de un sujeto obligado por la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen Gobierno. 
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SEGUNDO: INSTAR a la Agencia para la Administración Digital de 
la Comunidad de Madrid. a facilitar copia de la información 
solicitada por la reclamante en el plazo máximo de quince días, así 
como remitir en igual plazo a este Consejo copia del cumplimiento de 
esta Resolución. 

SEGUNDO. - Actividad impugnada. 

La Resolución del Presidente del CONSEJO DE 
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO de 
2018, estimó la reclamación presentada por 
y, en su virtud, acordó la remisión al mismo de la información sobre 
licitación de los sistemas de información de educación de la Comunidad de 
Madrid, de la que se extraen los siguientes particulares: 

- Sobre la información previa a la entrada en vigor de la Ley 

.... (i) la Sentencia 4186/2017 de la Audiencia Nacional se 
encuentra recurrida y por lo tanto no es firme, y (ii) sobre la 
retroactividad de la Ley 19/2013 de Transparencia, Acceso a la 
Información y Buen Gobierno señalar lo dispuesto en la reciente 
Sentencia 99/2018, de 31 de julio de 2013 del Juzgado Central n°7 de 
lo Contencioso Administrativo, ... 

TERCERO. - Motivos de impugnación. 

Se alza la AGENCIA PARA LA ADMINISTRACIÓN 
DIGITAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID frente a la resolución 
indicada, a cuyo efecto articula una serie de motivos de cuyas 
consideraciones se extraen los siguientes particulares: 

- Sobre la entrega de información existente a la entrada en vigor 
de la Ley 
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solicita a la Agencia para la 
Administración Digital Comunidad de Madrid la entrega de una 
documentación relativa a una adjudicación realizada en el año 2010 
para la Modernización de los sistemas de información de educación 
de la Comunidad de Madrid. 

... la negativa a entregar la documentación de la Agencia para la 
Administración Digital de la Comunidad de Madrid, se basa en una 
sentencia de la Audiencia Nacional, de 23 de octubre del año 2017, en 
el Recurso 54/2017 que ya puso de manifiesto que la obligación de 
emitir la información reclamada se produce únicamente a partir de la 
entrada en vigor de la Ley 19/2013. Como expone la Agencia para la 
Administración Digital, la Ley 19/2013 no incluye referencia alguna a 
su aplicación retroactiva de forma que no resulta aplicable a hechos 
acontecidos en un tiempo muy anterior a su entrada en vigor. 

CUARTO.- Oposición a la pretensión. 

La ABOGACIA DEL ESTADO en la representación acreditada 
del CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO se ha 
opuesto a la pretensión con base en razonamientos de la resolución 
impugnada y los expuestos en la contestación, de la que se extraen los 
siguientes particulares: 

- Sobre la entrega de información existente a la entrada en vigor 
de la Ley de Transparencia 

. . . el CTBG considera que no estamos ante un supuesto de 
retroactividad propia, ni por el tiempo en el que se ejercita, ni por la 
información a la que se pide acceso: la solicitud ha sido formulada 
con posterioridad a la entrada en vigor y la información solicitada 
también se halla en poder del órgano administrativo con 
posterioridad a esa fecha. 
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QUINTO.- Sobre el acceso a la información pública. 

A este respecto, la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 
Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 63

, de 14 de 
noviembre de 2000, Rec. 461811996, reconocía: 

. . . Quinto: El derecho de acceso a los registros y documentos 
administrativos constituye un derecho de los ciudadanos de los 
llamados de la tercera generación. Está enraizado en el principio de 
transparencia administrativa, el cual responde a una nueva 
estructuración de las relaciones entre la Administración y los 
ciudadanos. Este derecho está reconocido por la Constitución en el 
artículo 105 b), con arreglo al cual: «La ley regulará: a) La 
audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las 
organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley, en el 
procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas 
que les afecten [. . .] ». 

Aun cuando este precepto pudiera pensarse que condiciona la 
aplicación de este derecho a su desarrollo legislativo, el Tribunal 
Constitucional, considerando su valor sustantivo, ha estimado, en 
aplicación del principio de la fuerza normativa directa de la 
Constitución, que dicho precepto es aplicable directamente sin 
necesidad de esperar a su desarrollo legislativo, que se ha llevado a 
cabo, básicamente en el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 Nov., de 
Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del 
procedimiento administrativo común. En efecto, la sentencia del 
Tribunal Constitucional 18/1981 de 8 Jun, declara que «la reserva de 
Ley que efectúa en este punto [el caso contemplado se refiere al 
apartado e) del artículo] el artículo 105 de la Norma Fundamental no 
tiene el significado de diferir la aplicación de los derechos 
fundamentales y libertades públicas hasta el momento en que se dicte 
una Ley posterior a la Constitución, ya que en todo caso sus 
principios son de aplicación inmediata». 
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Resulta, pues, evidente, que, en aplicación directa de la norma 
constitucional, este derecho exige, con el fin de respetar su núcleo 
esencial integrado por el haz de facultades que lo hacen reconocible y 
la efectividad de los intereses del administrado a que responde, que se 
haga en un grado razonable asequible a los particulares, superando 
las limitaciones derivadas de su posición de inferioridad material 
frente a los poderes públicos, el adquirir conocimiento de los datos y 
documentos que puedan legítimamente interesar/es, sin otras 
limitaciones que las que el propio precepto constitucional contempla 
(«en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la 
averiguación de los delitos y la intimidad de las personas») y las 
derivadas de las normas generales de procedimiento y de los 
principios de proporcionalidad, racionalidad y buena fe a que debe 
sujetarse el ejercicio de todo derecho. 

Es la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso 
a la información pública y Buen gobierno (LTAIPBG), la que 
reconoce a nivel legislativo en su artículo 12) que todas las personas 
tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos 
previstos en el artículo 1 05.b) de la Constitución Española, 
desarrollados por esta Ley. 

La citada Ley tiene por objeto ampliar y reforzar la transparencia 
de la actividad pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la 
información relativa a la misma y establecer las obligaciones de buen 
gobierno que deben cumplir los responsables públicos, así como las 
consecuencias derivadas de su incumplimiento- Art. 1 LTAIPBG -. 

Se entiende por información pública los contenidos o 
documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en 
poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación la 
Ley y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 
funciones - Art 13 L T AIPBG -. 

Deben considerarse los siguientes apartados de la Ley que 
guardan relación con el objeto del recurso. 
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Sobre el eJerc1c1o del derecho de acceso a la información 
pública, el artículo 17 consagra el derecho a no motivar la solicitud, 
al decir: 

Art. l 7. 3 . ... El solicitante no está obligado a motivar su solicitud 
de acceso a la información. Sin embargo, podrá exponer los motivos 
p or los que solicita la información y que podrán ser tenidos en cuenta 
cuando se dicte la resolución. No obstante, la ausencia de motivación 
no será por si sola causa de rechazo de la solicitud. 

Se consagra la participación en el expediente de terceros 
debidamente identificados, si la información solicitada pudiera 
afectar a sus derechos o intereses - Art. 19.3 - y cuando la información 
objeto de la solicitud, aun obrando en poder del sujeto al que se dirige, 
haya sido elaborada o generada en su integridad o parte principal 
por otro, se le remitirá la solicitud a éste para que decida sobre el 
acceso. Art.19. 4 

La Ley regula en su artículo 14 los límites al derecho de acceso 
y la aplicación ponderada de los mismos. 

La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a 
su objeto y finalidad de protección y atenderá a las circunstancias 
del caso concreto, especialmente a la concurrencia de un interés 
público o privado superior que justifique el acceso - art. 17.2 -, lo da 
lugar al llamado test del daño. 

Se regulan asimismo las causas de inadmisión de las 
solicitudes de información, en una lista que recoge el artículo 18, en 
los siguientes términos: 

a) Que se refieran a información que esté en curso de 
elaboración o de publicación general. 
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b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de 
apoyo como la contenida en notas, borradores, opiniones, resúmenes, 
comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades 
administrativas. 

e) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria 
una acción previa de reelaboración. 

d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información 
cuando se desconozca el competente. 

e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter 
abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley. 

La resolución de la solicitud de información deberá ser 
motivada cuando deniegue el acceso, conceda el acceso parcial o a 
través de una modalidad distinta a la solicitada y las que permitan el 
acceso cuando haya habido oposición de un tercero- art. 20.2 -. 

Al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno corresponde 
resolver las reclamaciones interpuestas, con carácter potestativo y 
previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa, con 
audiencia de las personas afectadas cuando la denegación del acceso a 
la información se fundamente en la protección de derechos o intereses 
de estas. 

SEXTO. - Sobre la entrega de información previa a la 
entrada en vigor de la Ley de Transparencia. 

Debe rechazarse el motivo esgrimido por la actora una vez que la 
Sentencia del Tribunal Supremo y su Sala Tercera, de lo Contencioso­
administrativo, Sección 4a, núm. 306/2020, de 3 de marzo de 2020, 
Rec. 600/2018, dispone que la Ley 19/2013 no contiene ninguna 
limitación del derecho de acceso a la información por razón de la 
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antigüedad o actualidad de la información pública respecto a la que se 
solicita el acceso. 

Se trascriben los siguientes fundamentos de la misma: 

TERCERO. - La información pública y la entrada en vigor de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de trasparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno 

Conviene tener en cuenta, como consideración preliminar, que la 
entrada en vigor de la Ley 19/2013, tuvo lugar, en lo que ahora 
interesa, al año de su publicación en el Boletín Oficial del Estado, de 
1 O de diciembre de 2013, según establece la disposición final novena. 
Repárese que el derecho de acceso a la información pública se regula 
en uno de los capítulos (Capítulo 111) del Título L y tanto el Título 
preliminar, como los Títulos 1 y 111 entraron en vigor al año de su 
publicación (día 1 O de diciembre de 2014), como establece la citada 
disposición final. 

De modo que hasta la entrada en vigor de la Ley, respecto de ese 
Título L no se podía ejercer el derecho de acceso a la información 
pública en los términos que se establece en la citada Ley, lo que no 
significa, necesariamente. que el derecho de acceso solo pudiera 
ejercitarse. o referirse. respecto de la información pública elaborada 
a partir de esa fecha. Por ello, la primera cuestión de interés 
casacional que se plantea en el auto de admisión es si el derecho de 
acceso puede ejercerse únicamente respecto de la información 
pública elaborada o adquirida a partir de dicha entrada en vigor de 
la Ley, o si resulta de aplicación también a la información pública 
anterior a esa fecha. 

Ciertamente, la Ley 19/2013 establece, de conformidad con el artículo 
1 05.b) de la CE, el régimen jurídico general para el ejercicio del 
derecho de acceso a la información pública del que " son titulares 
todas las personas" ( apartado 3 del preámbulo), con los límites que 
establece el artículo 14 de la citada Ley (seguridad nacional; defensa; 
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relaciones exteriores; seguridad pública; prevención, investigación y 
sanción de los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios; la 
igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial 
efectiva; la funciones de vigilancia, inspección y control; los intereses 
económicos y comerciales; la política económica y monetaria; el 
secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial; la garantía 
de confidencialidad; y la protección del medio ambiente). El 
reconocimiento del derecho de acceso es, por tanto, general, y los 
límites expresos y específicos. 

Téngase en cuenta que esta Ley " no parte de la nada ni colma un 
vacío absoluto, sino que ahonda en lo ya conseguido" ( apartado JI 
del preámbulo), citando al efecto el artículo 105.b) de la CE y el 
artículo 37 de la Ley 30/19992 (ahora el artículo 13 de la Ley 
40/2015), y aquellas materias sectoriales, reguladas por nuestro 
derecho interno y por normas de la Unión Europea, que permitían el 
acceso a información pública en algunas materias concretas. De 
manera que se pretende hacer una regulación general, completa y 
acabada del derecho de acceso a la información pública. 

Viene al caso reparar que por información pública debemos entender 
aquellos contenidos o documentos, según dispone el artículo 13 de la 
Ley 19/2013, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en 
poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de 
este título (Título 1) y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 
ejercicio de sus funciones. Sin que se aporte, en lo que hace a la 
primera cuestión de interés casacional que examinamos, referencia 
alguna sobre el momento temporal, estableciendo un límite 
transitorio, en el que se elabora o adquiere dicha información 
pública, que es objeto del ejercicio del derecho de acceso. 

La Ley 19/2013 no contiene, en definitiva, ninguna limitación del 
derecho de acceso a la información por razón de la anti~üedad o 
actualidad de la información pública respecto a la que se solicita el 
acceso. De modo que no procede crear por vía jurisprudencia! dicha 
limitación que la ley no establece y que tampoco se infiere ni del 
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preámbulo ni del régimen jurídico que alumbra. respecto del derecho 
de acceso. Téngase en cuenta que no se destina ninguna norma 
transitoria que establezca diferencias o límites en (unción de la fecha 
de la información pública que se requiere. Ni tampoco se establece 
ninguna limitación, como antes señalamos, cuando se regulan los 
límites del derecho de acceso en el artículo 14 de la Ley 19/2013. En 
fin, tampoco se gradúa la intensidad del derecho de acceso en (unción 
de la fecha de la información pública, ni se limita de ningún modo el 
acceso por razón de la antigüedad de la información pública a la que 
se pretende acceder. 

La Ley 19/2013, conviene insistir en lo antes apuntado, regula con 
carácter general el derecho de acceso a la información pública, 
siendo consciente que no es una regulación completamente nueva en 
lo relativo al derecho de acceso, porque ya se había desarrollado este 
derecho en otras disposiciones de nuestro ordenamiento. En concreto, 
al amparo de la previsión contenida en el artículo 105.b) de la CE y 
del artículo 37 de la Ley 30/1992, ya se venía reconociendo el 
derecho de los ciudadanos a acceder a los registros y documentos que 
se encuentren en los archivos administrativos. De manera que lo que 
pretende la Ley 19/2013 es corregir las deficiencias que han sido 
puestas de manifiesto de forma reiterada al no ser todo lo claro que 
debería el objeto del derecho de acceso, al estar limitado a 
documentos contenidos en procedimientos administrativos ya 
terminados, y al resultar su ejercicio extraordinariamente limitado en 
su articulación práctica. 

CUARTO. - El ejercicio del derecho de acceso 

La solución contraria a la expuesta. es decir. considerar que hay una 
limitación temporal. por razón de la entrada en vigor de la ley, para 
el ejercicio del derecho de acceso a la información pública según que 
la información fuera anterior o posterior al 1 O de diciembre de 2014. 
nos llevaría a crear, por vía jurisprudencia!, un nuevo límite al 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública desconocido 
por la Ley 19/2013, que se sumaría a los límites generales previstos 
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en los artículos 14 v 15 la citada Ley, lo que resultaría lesivo al 
artículo 1 05.b) de la CE, y a los principios generales que rigen la 
actuación de la Administración, pues además de servir con 
objetividad los intereses generales y actuar de acuerdo con los 
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración 
y coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y 
al Derecho (artículo 103.1 de la CE), debe respetar el principio de 
transparencia, que entre otros, se relacionan en el artículo 3.1.c) de 
la Ley 40/2015. 

No podemos concluir respecto de la expresada transparencia, porque 
lo excluye el propio preámbulo de la Ley 19/2013, que antes de su 
entrada en vigor todo era opacidad, en los términos antes apuntados, 
pues hemos señalado cómo el preámbulo señala que esta Ley no 
colma un vacío absoluto, sino que ahonda en lo ya conseguido, 
facilitando la participación, la transparencia y el acceso a la 
información. Por ello, ya en Sentencia de 16 de diciembre de 2019 
(recurso de casación n° 316/2019) llegamos a la misma conclusión 
cuando, respecto del citado límite temporal, señalamos que " No 
consideramos justificado el límite temporal que propugna la 
contestación a la demanda para el ejercicio del derecho de acceso a 
la información. Ni en el artículo 105 b) de la Constitución, ni en 
ningún precepto de la Ley 19/2013, que regula en su artículo 18 las 
causas de inadmisión de las solicitudes de acceso, se establece. Y 
tampoco se advierte la razón que podría fundamentarlo a la vista de 
la definición que hace el artículo 13 de la información pública 
susceptible de acceso: "los contenidos o documentos, cualquiera que 
sea su formato y soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos 
incluidos en (. .) [su] ámbito de aplicación (..) y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones". La 
transparencia perseguida por el legislador lleva a la conclusión 
opuesta "(Subrayado añadido). 

En méritos a todo lo expuesto, procede la desestimación de la 
demanda. 
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SÉPTIMO. -Costas. 

En consideración a lo dispuesto por el artículo 139.1 de la Ley 
de la Jurisdicción, no procede realizar imposición de las costas del 
recurso, por tratar una cuestión de notable complejidad jurídica. 

VISTOS los artículos citados y demás de general y pertinente 
aplicación, 

FALLO: DESESTIMAR COMO DESESTIMO el recurso 
contencioso-administrativo deducido por la LETRADA DE LA 
COMUNIDAD DE MADRID, en representación y defensa de la 
AGENCIA PARA LA ADMINISTRACIÓN DIGITAL DE LA 
COMUNIDAD DE MADRID, frente a la Resolución del Presidente 
del CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO, de 24 
de octubre de 2018 estimó la reclamación presentada por 1 

y acordó la remisión al mismo de la 
información sobre licitación de los sistemas de información de 
educación de la Comunidad de Madrid, y, en su virtud, absuelvo a la 
Administración demandada de la pretensión deducida, y sin realizar 
imposición de las costas del recurso. 

Notifíquese esta sentencia a las partes, indicándoles que contra la misma 
cabe interponer recurso de APELACION en el plazo de quince días ante este 
Juzgado, siendo resuelto, en su caso, por la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Nacional. 

Haciéndose saber a la parte no exenta legalmente de tal obligación que 
para la admisión del recurso es precisa la constitución previa de un depósito por 
importe de 50 € en la Cuenta Provisional de Consi · de este Juzgado, 
cuenta 

Por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. 

EL MAGISTRADO WEZ 
(Resolución fümada digitalmente) 



AD~.fll\rrsrRAcroN PUBLICACION.- En Madrid a veintitrés de junio de 2020. La 
DE JUSTICIA 

extiendo yo, la Letrada de la Administración de Justicia, para hacer 
constar que el día de la fecha el Ilmo. Sr. Magistrado-Juez de este 
Juzgado hace entrega de la Sentencia que suscribe, que es pública, 
procediéndose a su notificación a las partes, de conformidad con el art. 
212.1 de la LEC. Doy fe. 

La diftL~ión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa 
disociación de los datos de carácter personal que los mi~mos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las 
personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes. 




